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Exp. 859/2017-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 859/2017.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO Y ********** EN SU CARÁCTER DE NOTIFICADOR EJECUTOR PERTENECIENTE A LA CITADA SECRETARIA DE FINANZAS.


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., primero de febrero del dos mil dieciocho. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 859/2017, promovido por la C. **********, señalando como autoridad demandada al Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y ********** en su carácter de notificador ejecutor de la citada Secretaria, y 
R E S U L T A N D O


I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el día nueve de mayo del dos mil diecisiete, la C. **********, señalando como autoridad demandada al Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y ********** en su carácter de notificador ejecutor de la citada Secretaria, y como acto impugnado el siguiente:
“La resolución del crédito fiscal número ********** de fecha 28 de febrero de 2017, emitido por el **********, Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí”  
II.- En proveído de once de mayo del dos mil diecisiete se admitió a trámite la demanda, por lo que se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas  para que dentro del término de diez días hábiles a que se refiere el artículo 69 de la ley de Justicia Administrativa del Estado, contestara lo que a su derecho conviniera. Por otra parte, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda y se concedió la suspensión de los actos impugnados respecto de las acciones de cobro para el efecto de que las cosas se mantuvieran en el mismo estado, hasta en tanto se resolviera el asunto; surtiendo efectos la suspensión otorgada siempre y cuando se garantizara ante la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado el adeudo exigido.  
III.- En proveído de ocho de junio del dos mil diecisiete, se acordó lo siguiente:

Se tuvo a las autoridad demandada por dando contestación a la demanda por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, por lo cual, con las copias simples de la contestación de cuenta y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos a que se refiere el artículo 79 del ordenamiento en cita y manifestaran lo que a su derecho conviniera.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo del artículo 74 de la Ley de Justicia Administrativa en el Estado, se le tuvo a la parte actora por ofrecidas y admitidas como pruebas de su parte, las documentales que acompañó a su escrito inicial de demanda y que detalla en los incisos a) y b) del capítulo de pruebas de la misma.

Al Licenciado **********, en su carácter de Procurador de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de las autoridades señaladas como demandadas; se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales que detalla en los puntos 1, 2 y 3 del capítulo de pruebas de su contestación; así como la instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana.

Por último, se le otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que pudiera ampliar su demanda, con el apercibimiento de ley; ello debido a que la parte actora en su escrito inicial de demanda, negó la notificación del requerimiento de obligaciones omitidas, emitido por la autoridad demandada y que refiere en su demanda con número **********y la autoridad demandada en su contestación de demanda señala que el citado requerimiento si fue notificado a la parte actora y al efecto exhibió dicha constancia.

IV.- Mediante acuerdo de tres de julio del dos mil diecisiete, se tuvo a la parte actora por interponiendo ampliación de demanda, por lo que con copia simple del escrito de ampliación, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada para que en el término legal que les fue establecido, contestara la ampliación de demanda, manifestara lo que a su derecho conviniese, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara convenientes, bajo el apercibimiento que de no hacerlo se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la ampliación de la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.   
V.- En proveído de once de agosto del dos mil diecisiete, se tuvo a las autoridades señaladas como demandadas por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado,  por dando contestación a la ampliación de demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora con copia simple de la contestación, para los efectos previstos en el artículo 79 de ley de la materia.

Así también, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo del artículo 74 de la Ley de Justicia Administrativa en el Estado, se tuvieron como pruebas admitidas dentro de la etapa de ampliación de demanda a la autoridad demandada; la presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones.

Por último, se fijaron las trece horas con treinta minutos del siete de septiembre del dos mil diecisiete, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 91 de Ley de Justicia Administrativa del Estado.

V.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda y de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza y se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos para formular el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I, 9º fracción III, 24 y 35   de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, mediante Decreto número 603 del diez de abril de dos mil diecisiete; y en el caso de este expediente, relativo a una controversia administrativa suscitada entre un particular y autoridades de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción, le compete conocer y resolver al tratarse de la nueva autoridad facultada en la materia, conforme a lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esto es, acorde con las disposiciones aplicables de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, vigente al momento de iniciado el procedimiento jurisdiccional, hasta su conclusión definitiva.

SEGUNDO.- En el caso el interés jurídico de la parte  Actora se encuentra plenamente acreditado, ya que el acto impugnado en el presente juicio lo constituye el crédito fiscal **********, de fecha 28 de febrero 2017, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se impuso al actor multa por la cantidad total de ********** por la omisión o presentación extemporánea, así como el  requerimiento de autoridad ********** de la declaración de pago mensual del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneración al Trabajo Personal, documento visible a fojas 15 a la 20 de autos y del que se desprende que aparece como destinatario del mismo la C. **********, quien manifiesta como fecha en que le fue notificado dicho acto el veintiocho de marzo del dos mil diecisiete, de ahí que resulta innegable que la compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.
Tocante a la autoridad demandada; compareció a dar contestación a la demanda el C. **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación del  Director General de Ingresos de la citada Secretaria y de la C. ********** en su carácter de notificador ejecutor de la citada Secretaria, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 35 de la Ley de justicia administrativa del Estado, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 70 del expediente.

La documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 90 fracción I de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo de acuerdo a lo que dispone el artículo 32 de la citada Ley de Justicia Administrativa.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del crédito fiscal ********** de fecha 28 de febrero de 2017, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se impuso a la parte actora multa por la cantidad de ********** por concepto de la presentación extemporánea de la declaración de pago mensual del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneración al Trabajo Personal, así como el  requerimiento de autoridad **********, relativo al acta de notificación de 15 de junio de 2016.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 46 y 47 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido se advierte que el Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, al producir la contestación de demanda plantea a manera de excepción la de carencia del derecho y falsedad, alegando al efecto que la actora no cuenta con el derecho para peticionar la nulidad de las multas impuestas, porque estas encuadran perfectamente en la hipótesis normativa para su imposición y que contrario a lo señalado por la actora, en el caso si existió un requerimiento hecho por la autoridad fiscal  y ante ello, cumplió de manera extemporánea no espontanea con su obligación de presentar la declaraciones mensuales; sin embargo, esta Sala Unitaria advierte que los argumentos en que sustenta la excepción planteada, será motivo de estudio de fondo en esta resolución, toda vez que, justamente, la legalidad o ilegalidad de las multas impuestas consisten en el motivo de la presente controversia.

En ese tenor de acuerdo a lo que ordena el artículo 46 último párrafo de la Ley de Justicia, esta Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a fojas 02 a la 13 y 128 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “
SEXTO.- En primer término se debe de precisar que el acto impugnado se hace consistir en el crédito fiscal **********requerimiento **********, de fecha veintiocho de febrero del dos mil diecisiete, emitido por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, el cual obra a fojas 15 a la 20 del expediente en el que se actúa, así como el requerimiento de autoridad **********, relativo al acta de notificación de 15 de junio de 2016.
Previo al análisis de los conceptos de impugnación, se precisa que por cuestión de método jurídico, el análisis de los conceptos de impugnación se realizará en un orden distinto al que aparecen en la demanda, y en conjunto los que guarden relación entre sí, atendiendo al principio de economía procesal e iniciando por aquellos que pudieran dar un mayor beneficio al demandante, sin que esta metodología cause lesión a la parte accionante, dado que es de explorado derecho y verdad sabida, que no es la forma como los agravios se estudian lo que puede originar una lesión, sino que lo importante es que todos sean examinados. 
Avala lo anterior, la jurisprudencia identificada con la clave S3ELJ 04/2000, aprobada por la Sala Superior, que se consulta en la página 23, de la "Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005", del tenor siguiente:

AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN. El estudio que realiza la autoridad responsable de los agravios propuestos, ya sea que los examine en su conjunto, separándolos en distintos grupos, o bien uno por uno y en el propio orden de su exposición o en orden diverso, no causa afectación jurídica alguna que amerite la revocación del fallo impugnado, porque no es la forma como los agravios se analizan lo que puede originar una lesión, sino que, lo trascendental, es que todos sean estudiados.

Así mismo resulta aplicable la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcriben:
“Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5.

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO   POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES.

De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional...”

Ahora bien, esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de los argumentos que vierte el accionante en los conceptos de impugnación identificados en el escrito inicial de demanda como OCTAVO Y DECIMO CUARTO,  atendiendo al principio de mayor beneficio, los que serán analizados de manera conjunta debido a que en ambos la parte actora niega lisa y llanamente que tenga la obligación de pago mensual de impuesto por erogaciones al trabajo persona,  señala que nunca ha adquirido esa obligación y revierte la carga de la prueba a la autoridad. Al efecto señala lo siguiente.
“ las obligaciones descritas en el requerimiento de obligaciones los desconozco, ya que la autoridad fiscal, jamás me ha notificado dichas obligaciones niego lisa y llanamente que la autoridad me haya notificado las obligaciones descritas en el requerimiento, ignoro de donde saco la fiscalizalizadora que tengo esas obligaciones, le revierto la carga de la prueba a la fiscalizadora amén de que así sea, insisto no tengo esas obligaciones, nunca los he adquirido….”  

“…la autoridad fiscalizadora no funda y motiva en el requerimiento de obligaciones No. ********** de fecha 26 de mayo de 2016 porque estima que soy sujeto al pago mensual de impuesto por erogaciones de trabajo personal, no tengo la obligación de este impuesto, niego lisa y llanamente que tenga la obligación del pago mensual del impuesto por erogaciones de trabajo personal, jamás he adquirido esa obligación le revierto la carga de la prueba a la autoridad fiscalizadora a fin de que demuestre lo contrario…”

Al respecto resultan fundados los conceptos de impugnación que se analizan por las siguientes consideraciones.
La parte actora niega lisa y llanamente que tenga la obligación del pago del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, porque afirma que nunca ha adquirido esa obligación y revierte la carga de la prueba a la autoridad, en virtud de lo cual, conforme a lo previsto en el artículo 45 del Código Fiscal del Estado, la carga de la prueba recae en la autoridad demandada.

En ese sentido se advierte que por su parte, la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, manifiesta medularmente en cuanto al concepto de impugnación anteriormente analizado, lo siguiente:

“… en el presente asunto la contribuyente actora, cumplió con su obligación de registrarse en el padrón de contribuyentes afectos al impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal, lo cual se ve acreditado con la aceptación tacita por parte del contribuyente actor al haber realizado el pago de dicha contribución el día 16 de junio de 2016.
Derivado de lo anterior, y ante la presentación de manera extemporánea la declaración y formulario de pago respecto del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo, correspondiente a los meses (….) se impusieron las multas previstas en el artículo 154 fracción I del Código Fiscal del Estrado de San Luis Potosí, por incumplir con lo establecido en el artículo 24 de la ley de Hacienda para el Estado.
En efecto mi representada con fecha 26 de mayo del 2016 emitió el requerimiento de obligaciones omitidas con número de folio ********** y emisión **********, por medio del cual requirió al contribuyente para que cumpliera con su obligación (….) sin que fuera necesario motivar en el texto de las mismas la obligación por parte de la contribuyente de presentarlos, toda vez que es el texto legal el que lo establece y no la autoridad fiscal.
Lo anterior bajo el principio de que todos los ciudadanos conocen las leyes, se puede presumir que el contribuyente sabe cuáles son las obligaciones adquiridas por él al registrarse y dar su domicilio fiscal ante mi representa, de tal suerte que no se puede sostener el desconocimiento de donde y porque motivos se encuentra sujeta a las obligaciones atinentes a su situación fiscal; (…) en tal razón, es que resulte tan obligatorio el conocimiento de cuáles son las obligaciones que como contribuyente  tiene de acuerdo a su régimen fiscal, que su incumplimiento constituye infracciones reguladas en los diversos ordenamientos citados en la resolución impugnada.”
Para justificar lo anterior, la autoridad demandada acompaña las siguientes pruebas:

a).- Requerimiento de Obligaciones Omitidas, con número de emisión **********, de fecha veintiocho de febrero de dos mil diecisiete, el cual se encuentra dirigido a la parte actora, y es emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado; así como su acta de notificación, celebrada el pasado quince de junio del dos mil dieciséis. Documentales que obran a fojas 24 a la 25 del expediente en el que se actúa.

b).- Crédito fiscal número **********con Requerimiento número **********, a nombre de la parte actora, de fecha veintiocho de febrero del dos mil diecisiete, emitido por el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado; así como su acta de notificación de fecha veinticuatro de marzo del dos mil diecisiete. Documentales que obran a fojas de la 15 a la 23 del expediente en el que se actúa.

c).- Declaración Normal del Impuestos sobre Erogación por Remuneración al trabajo personal, emitida por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal con números de folios, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, **********, y **********,  respecto de los meses julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre de dos mil trece; enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del dos mil catorce; enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del dos mil quince; enero, febrero, marzo, abril y mayo del dos mil dieciséis; todas presentadas con fecha dieciséis de junio del dos mil dieciséis, por la cantidad de ********** Documentales que obran a fojas de la 86 a la 120 del expediente en el que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas no fueron objetadas por la parte actora, por lo que hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 90 fracción I de la ley de Justicia Administrativa del Estado.

Ahora bien una vez hecho lo anterior, a continuación se procede al análisis del concepto de impugnación hecho valer por la parte actora:

Para una mayor comprensión del presente asunto, esta Sala Unitaria debe de advertir la naturaleza del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, por lo que en ese sentido se realiza la transcripción de los artículos 20, 21, 22 y 23, 24 y 25 en su parte conducente de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí en los siguientes términos:

CAPITULO IV

DEL IMPUESTO SOBRE EROGACIONES POR REMUNERACIONES AL TRABAJO PERSONAL

“ARTICULO 20. Son objeto de este impuesto: 

I. Las erogaciones en efectivo o en especie, por concepto de remuneraciones al trabajo personal subordinado, por los servicios prestados dentro del territorio del Estado, bajo la dirección o dependencia de un patrón o de un tercero que actúe en su nombre; aun cuando cualesquiera de los sujetos mencionados en esta fracción, o todos ellos, tengan su domicilio fuera de la Entidad, y 

II. Las erogaciones en efectivo o en especie por concepto de remuneraciones al trabajo personal, por los servicios prestados dentro del territorio del Estado, aún cuando los prestadores del servicio o los beneficiarios del mismo, o ambos, tenga su domicilio fuera de la Entidad. 

Entiéndase por efectivo todo pago que sea realizado en efectivo, cheque, transferencia o cualquier otro medio de pago. 

…”

“ARTICULO 21. Son sujetos de este impuesto las personas físicas y morales que realicen las erogaciones a que se refiere el artículo anterior, así como los gobiernos federal, estatal y municipal, los organismos descentralizados, los desconcentrados, los autónomos y los fideicomisos de los tres órdenes de gobierno.”

ARTICULO 22. La base del impuesto es el monto total de las erogaciones realizadas por concepto de remuneraciones al trabajo personal, en términos del artículo 20 de esta Ley.

ARTICULO 23. El Impuesto se causará, liquidará y pagará aplicando la tasa del dos punto cinco por ciento sobre la base que señala el artículo anterior.

“ARTICULO 24. El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal. 

Los contribuyentes pagarán mediante declaración mensual, a través del formato que para esos efectos expida la Secretaría de Finanzas, a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, ante las oficinas recaudadoras o establecimientos autorizados de la jurisdicción a que pertenezcan el domicilio del contribuyente, o en las instituciones bancarias autorizadas para ello. 

El pago que realicen los contribuyentes de este impuesto se entenderá como definitivo. 

La obligación de presentar la declaración mensual subsistirá aun cuando no hubiese cantidad a cubrir. 

…”

“ARTICULO 25. Los sujetos de este impuesto están obligados a:

I. Registrarse ante la oficina recaudadora correspondiente a su domicilio fiscal, dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de inicio de sus operaciones, mediante los formatos que para el efecto expida la Secretaría de Finanzas; las personas morales y las personas físicas, acreditarán esta condición ante la autoridad fiscal estatal, mediante exhibición de la solicitud de inscripción en el registro federal de contribuyentes presentada ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. En el entendido que las personas morales presentarán además, su acta constitutiva protocolizada ante fedatario, debidamente inscrita en el Registro Público de la Propiedad con los registros que marca la ley. Los fedatarios públicos comunicarán a la autoridad fiscal estatal la constitución de dichas personas morales; 

II. Presentar aviso ante las mismas autoridades, dentro de los quince días hábiles siguientes de ocurrido uno o varios de los eventos como: cambio de nombre, denominación o razón social; cambio de domicilio; sustitución patronal; suspensión, reanudación o terminación de actividades; aumento, disminución de obligaciones; suspensión, reanudación de operaciones; apertura, cierre de sucursal; escisión, fusión, liquidación de sociedades; clausura definitiva; cancelación de registro federal de contribuyentes; corregir, aclarar o modificar cualquier información presentada a la autoridad; 

…”
De los artículos anteriormente transcritos se desprenden las siguientes consideraciones:
(i) 
Que son objeto del impuesto todas las erogaciones en efectivo o en especie, por concepto de remuneraciones al trabajo personal subordinado prestado dentro del territorio del Estado, y los servicios prestados en el mismo, aun cuando los prestadores del servicio o los beneficiarios del mismo, tengan su domicilio fuera de la entidad; 

(ii) 
Que son sujetos del impuesto las personas físicas y morales que realicen las erogaciones anteriormente señaladas;

iii) 
La base del impuesto es el monto total de las erogaciones realizadas por concepto de remuneraciones;

iv) 
El impuesto se liquida aplicando a la base calculada la tasa del 2.5%,
(v) 
El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal, 

(vi) 
Que dicho impuesto deberá pagarse mediante declaración mensual a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto; subsistiendo la obligación de presentar dicha declaración aun cuando no hubiese cantidad a cubrir; 

(vii) 
Que los sujetos de este impuesto están obligados a registrarse ante la oficina recaudadora correspondiente dentro de los quince días siguientes a la fecha de inicio de sus operaciones, mediante los formatos que expida la Secretaría de Finanzas; 

viii) 
Que los sujetos obligados deberán presentar aviso ante las mismas autoridades de aquellas modificaciones que registren en su situación fiscal, incluyendo el aviso de suspensión de actividades, 

De este conjunto de consideraciones, vinculadas en su mayoría  a los elementos esenciales de una contribución; así como a obligaciones formales derivadas de la relación tributaria que se integra entre el Estado y los particulares; resulta relevante lo establecido respecto de la figura jurídica de la causación tributaria; en el sentido de asociarse a la causación del impuesto la obligación de pago conforme a lo previsto en el artículo 24 de la Ley de Hacienda en comento; el cual debe realizarse mediante una declaración mensual y presentarse a más tardar el día 15 del mes siguiente al de su causación.

En este mismo orden de ideas, resalta lo establecido en el propio texto legal de referencia –artículo 24-  en la parte que se establece que la obligación de presentar dicha declaración subsiste aun y cuando no hubiese cantidad a cubrir.

De tal suerte que la cantidad a cubrir, dependerá de la base del impuesto; la cual se obtiene del monto total de las erogaciones que se hayan realizado en un periodo determinado por concepto de remuneraciones al trabajo personal, conforme a lo establecido en el artículo 20 de la ley en cita; en correlación con aquellas erogaciones que se podrían excluir de la integración de la base por razón de su contenido o por el tipo del sujeto que las realiza, de conformidad con lo previsto en el artículo 27 de dicha ley; incluyendo en su caso, la aplicación de incentivos y/o beneficios fiscales previstos en el artículo 28 del ordenamiento legal en comento.

Sin que sea óbice mencionar que en el supuesto de que no se hayan realizado aquellas erogaciones previstas en el artículo 20 de la ley en cita; no habría cantidad a cubrir en razón de que la base tendría como resultado un cero aritmético.

En este orden de ideas, también es necesario advertir que los sujetos del impuesto -personas físicas y morales que realicen las erogaciones a que se refiere el artículo 20 de la ley- adquieren ese carácter precisamente cuando con motivo de sus actividades realizan dichas erogaciones causando así el impuesto de referencia; detonándose como consecuencia el deber jurídico de tramitar su registro dentro del plazo que se establece en la fracción I del artículo 25 de la ley en cita ante la oficina recaudadora correspondiente a su domicilio fiscal, mediante los formatos que para el efecto expida la Secretaría de Finanzas.
Ahora bien, del concepto de impugnación que en este acto se analiza, la parte actora afirma que no tiene y nunca ha adquirido la obligación del pago mensual del impuesto por erogaciones de trabajo personal. 

En ese sentido se tiene que para ubicarse en la hipótesis de causación del impuesto debieron haberse realizado las erogaciones señaladas en el artículo 20 fracciones I y II de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí; por lo que quienes deben de presentar su declaración, aún y cuando no haya cantidad a cubrir; serían aquellos contribuyentes que se encuentren sujetos a dicho impuesto.
En consecuencia debe decirse que a juicio de esta Sala Unitaria, si bien es cierto, que la obligación de presentar la declaración mensual surge con motivo de haber causado el impuesto como se establece en el propio artículo 24; bajo la premisa de que quienes realizan esas erogaciones son quienes adquieren el carácter de sujetos del impuesto conforme al artículo 21 de la Ley de Hacienda del Estado; también lo es que no se puede desconocer que dicha obligación se vuelve exigible hasta en tanto se cumpla con la obligación de registrarse en el Padrón de contribuyentes o haber presentado con anterioridad alguna declaración del impuesto.

Es decir, la obligación de presentar la declaración fiscal con independencia de que haya cantidad a pagar o no, asociada a su causación; se vuelve exigible de manera formal una vez que el particular ha cumplido con sus obligaciones previstas en el artículo 25; en particular la vinculada a tramitar su inscripción, de donde se desprende la facultad que tendría la autoridad para requerir su cumplimiento formal con independencia de si haya cantidad a pagar o no.

En este orden de ideas, la afirmación de la parte actora en el sentido de que no tiene y nunca ha adquirido la obligación del pago mensual del impuesto por erogaciones de trabajo personal y en consecuencia no haber realizado las erogaciones señaladas en el artículo 20 fracciones I y II de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, al constituir una negación lisa y llana en cuanto a su calidad de ser sujeto del impuesto; la carga de la prueba recae en la autoridad demandada conforme a lo previsto en el artículo 45 del Código Fiscal del Estado, en el cual se establece textualmente lo siguiente:

“ARTICULO 45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones.

No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.”  

En efecto, del numeral transcrito se obtiene que si bien los actos y resoluciones de las autoridades fiscales gozan de la presunción de legalidad, corresponde a éstas acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niega lisa y llanamente. De ello se sigue que la presunción de legalidad subsiste siempre y cuando el particular no niegue lisa y llanamente los hechos que motivan el acto de autoridad. 

En ese sentido y teniendo como referencia que la parte niega en su concepto de impugnación tener y/o haber adquirido la obligación del pago mensual del impuesto por erogaciones de trabajo personal; corresponde a la autoridad demandada demostrar que la parte actora se encontraba registrada en su padrón de contribuyentes o haber presentado con anterioridad al requerimiento de obligaciones, alguna declaración fiscal vinculada a la causación del impuesto que sustentará su requerimiento; ya que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 15, fracción XXIV del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, la Dirección de Recaudación tiene la obligación de integrar y mantener actualizado el Padrón Estatal de Contribuyentes, resultando pertinente realizar la transcripción del artículo anteriormente referido.  
“Artículo 15. La Dirección de Recaudación y Política Fiscal atenderá el despacho de los siguientes asuntos:

...

XXIV. Integrar y mantener actualizado el Padrón Estatal de Contribuyentes;

…”
En tal sentido, se debe de manifestar que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda manifiesta que la parte actora cumplió con su obligación de registrarse en el padrón de contribuyentes afectos al impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal, y tiene por acreditada dicha circunstancia con la aceptación tácita por parte del contribuyente actor al haber realizado el pago de dicha contribución el día 16 de junio de 2016, resultando pertinente realizar la transcripción en la parte que nos interesa:

“…

Ahora bien, en el presente asunto la contribuyente actora, cumplió con su obligación de registrarse en el padrón de contribuyentes afectos al Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, lo cual se ve acreditado con la aceptación tácita por parte del contribuyente actor, al haber realizado el pago de dicha contribución el día 16 de junio de 2016 …”
Sin embargo, se debe de hacer mención que de las pruebas presentadas por la autoridad demandada, las cuales ya han sido valoradas con anterioridad – las Declaraciones Normales del Impuestos sobre Erogación por Remuneración al trabajo personal, emitida por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal con números de folios, ********** respecto de los meses julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre de dos mil trece; enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del dos mil catorce; enero, febrero, marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre del dos mil quince; enero, febrero, marzo, abril y mayo del dos mil dieciséis; todas presentadas con fecha dieciséis de junio del dos mil dieciséis-, ni de los documentos que obran en el expediente en el que se actúa, se desprende que se acredite lo asentado por dicha autoridad, es decir, que la parte actora se encontraba registrada en el Padrón referido o que hubiere presentado con anterioridad alguna declaración fiscal al respecto sin que dicha circunstancia sea susceptible de tenerse por acreditada con la  aceptación tácita por parte del contribuyente actor al haber realizado el pago de dicha contribución el día 16 de junio de 2016, dado que la autoridad demandada estaba obligada a demostrar que la parte actora se encontraba registrada en su padrón de contribuyentes o haber presentado con anterioridad al requerimiento de obligaciones, alguna declaración fiscal vinculada a la causación del impuesto que sustentará su requerimiento, pues es a partir de dicho supuesto que surge la obligación formal. 
Motivo por el cual se determina, que en el presente juicio no se acredita que el actor haya tenido la obligación formal de presentar la declaración mensual del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, y por ende, que la autoridad demandada hubiese tenido la facultad de requerirlo por la presentación de la declaración mensual, pues además de que corre a cargo del reo acreditar los hechos de su defensa según dispone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, también tiene la obligación de acreditar la legalidad de sus actos ante la negativa lisa y llana formulada por el demandante, respecto de los hechos que generaron el acto impugnado, de ahí que es válido concluir que debe tenerse por no probado el hecho relativo a que la parte actora se encontraba obligada a la presentación mensual de la declaración del impuesto.

Sirven de apoyo a lo anterior y por analogía con el tema tratado, los criterios emitidos por los Tribunales de la Federación que enseguida se transcriben:

Registro No. 175350, Localización: Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXIII, Abril de 2006, Página: 987, Tesis: IV.1o.A.32 A, Tesis Aislada

Materia(s): Administrativa

CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA. Conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales; empero, éstas deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones si el afectado los niega lisa y llanamente, excepto cuando la negativa implique la afirmación de un hecho diverso. De lo anterior, se deduce que la presunción de legalidad a que alude dicho numeral subsiste en principio, por disponerlo así en forma categórica el propio precepto, pero ante la negativa lisa y llana del actor respecto al conocimiento del origen del crédito y su respectiva notificación, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la notificación respectiva. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO

Registro No. 182847, Localización:Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XVIII, Noviembre de 2003, Página: 958, Tesis: VI.2o.A.57 A, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa

DOCUMENTOS DETERMINANTES DEL CRÉDITO FISCAL. LA AUTORIDAD DEMANDADA DEBE EXHIBIRLOS EN EL JUICIO DE NULIDAD, INDEFECTIBLEMENTE, AL PRODUCIR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, PARA QUE EL ACTOR PUEDA CONOCERLOS. De acuerdo con el principio de congruencia establecido en el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación y a la tesis aislada sustentada por este tribunal con el número VI.2o.A.26 A, de rubro: "ACTO ADMINISTRATIVO. SI EL ACTOR NIEGA CONOCERLO, LA AUTORIDAD DEMANDADA ESTÁ OBLIGADA A EXHIBIRLO, ASÍ COMO LA CONSTANCIA DE SU NOTIFICACIÓN, AL FORMULAR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, CONFORME LO DISPONEN LOS ARTÍCULOS 209 BIS Y 210 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", publicada en la página mil setenta y tres, Tomo XIV, octubre de dos mil uno, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, se llega al convencimiento de que si el actor en el juicio de nulidad manifiesta desconocer en su escrito de demanda el origen del adeudo fiscal, los conceptos que lo conforman y su cuantía, la autoridad hacendaria tiene la ineludible obligación de exhibir todos y cada uno de los documentos relativos al momento de formular la contestación de demanda a fin de que, por una parte, se desvirtúe la negativa lisa y llana del actor y, por otra, que éste los conozca y, en su caso, pueda controvertirlos en el escrito de ampliación de la demanda, de modo que de no hacerlo así, se rompe con el principio de igualdad de las partes en el proceso, toda vez que si la demandada presenta las constancias hasta la contestación de la ampliación de la demanda, es inconcuso que para entonces el actor se encuentra impedido para combatirlas, puesto que ningún precepto del Código Fiscal de la Federación permite que haya una segunda ocasión para ampliar el ocurso de demanda, ni que haya una cadena indefinida de réplica y contrarréplica de los litigantes, y la razón fundamental de esto fue la de evitar que se prolonguen innecesariamente los juicios. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

Con base en lo expuesto, esta Sala Unitaria resuelve decretar la ilegalidad de las multas por infracciones con número de requerimiento **********, crédito fiscal **********, de fecha veintiocho de febrero del dos mil diecisiete, por la cantidad de ********** emitido por el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, así como el requerimiento de autoridad **********, relativo al acta de notificación de 15 de junio de 2016, toda vez que la autoridad demandada no acreditó que la parte actora se encontraba obligada a presentar la declaración mensual establecida en el artículo  24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, en forma previa al requerimiento de obligación por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV, del artículo 95, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, en el cual se establece textualmente lo siguiente:

“ARTICULO 95. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

…

IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas; y

…” 

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 26, 35 fracción VIII y Transitorio Quinto de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y el Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; así como los artículos 1º, 3º, 18 fracción I, 19 fracción II, 93, 94, 95 fracción IV, 96, 97 de la Ley de Justicia Administrativa vigente en el Estado, se resuelve, se resuelve:
PRIMERO.- El Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos impugnados, por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes y mediante oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”

